STJSL-S.J. – S.D. Nº 085/20.-

--En la Provincia de San Luis, a veinte días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “GARRO ANA LAURA c/ MAGNO ROPA y/o CALZADOS DE ALEJANDRO RAF ... s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP N° 248612/13.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que de acuerdo con constancias del sistema IURIX (ESCEXT N° 11742108 del 01/06/19), la parte actora interpuso Recurso de Casación contra Sentencia Interlocutoria N° 144/19 (actuación N° 11701525) del 28/05/2019, dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2, de la Segunda Circunscripción Judicial, que declaró desierto el recurso de apelación que la actora había interpuesto (actuación N° 11054219 del en contra de la Sentencia Interlocutoria de primera instancia (actuación N° 11026156, de fecha 27/02/2019) la que, en lo medular, hizo lugar a la perención de instancia y rechazó el planteo de inconstitucionalidad del art. 50 del Código Procesal Laboral.

Los fundamentos del recurso intentado fueron ingresados al sistema en fecha 13/06/2019 (ver ESCEXT N° 11852062 y N° 11852067). 

En la aludida fundación, la actora expresó que dedujo casación por “…entender que el Tribunal de Alzada ha realizado una aplicación errónea de la ley y sus argumentos para fundar el fallo no se compadece con lo prescripto con el arts. 265 y 266 del CPC y C., ya que estas normas resultan aplicables en derecho Civil y/o en su caso en derecho comercial, pero son incompatibles con el derecho Laboral porque se contraponen con los principios tuitivos de este último y afectan garantías constitucionales como los previstos en el art. 59 de la Constitución Provincial”.

Después de exponer los antecedentes de la causa, aclaró que le produjo agravio el pronunciamiento de Cámara que, al declarar desierto su recurso de apelación, no trató los agravios ni las inconstitucionalidades planteadas, lo que ha cercenado los derechos del trabajador (art. 59 de la Constitución Provincial), y violado el art. 31 de la Constitución Nacional y los arts. 10 y 210 de la Carta Magna provincial.
En concreto, dijo que la Cámara ha interpretado arbitrariamente y aplicado erróneamente el art. 266 del CPC y C, en virtud del cual, en definitiva, declaró desierto su recurso.
Añadió que dichas sanciones (caducidad de Instancia y/o declaración de deserción del recurso) rigen en materia civil o comercial, pero resultan incompatibles con el orden laboral, porque afectan garantías constitucionales reconocidas, por lo que se ha aplicado erróneamente una norma que pertenece a otra materia.
De otra parte, aclaró que: “En todo caso y si el Tribunal de Alzada entendiera o hubiese entendido que se cometió algún exceso en la fogosidad de mis expresiones, las mismas pudieron ser objeto de sanciones correctivas de acuerdo al art. 36 del CPC y C. pero de ninguna manera se puede declarar desierto el recurso de apelación interpuesto, afectando derechos inalienables e irrenunciables del Trabajador”.

Hizo análisis del art. 266 CPC y C en relación al art. 265 CPCC, en torno a lo cual defendió que al apelar su parte no hizo remisión alguna a escritos anteriores -como dijo la Cámara- sino que reiteró argumentos en su defensa e hizo una clara crítica de la sentencia apelada en la que ratificó que la caducidad no operó porque fue la misma demandada la que instó el proceso al presentarse y cumplir con lo ordenado por el juez de primera instancia, por lo que allí quedó purgada la caducidad.
Insistió en que el magistrado debió aplicar la teoría de los actos propios y rechazar la caducidad planteada por la contraria; y que no hay otro motivo para atacar la sentencia, puesto que la caducidad opera o no opera.

Que, la Cámara al declarar desierto el recurso eludió tratar el fondo de la cuestión y la inconstitucionalidad del art. 50 CPL.

Valoró que el criterio de la Cámara es de excesivo celo por la defensa de las sentencias de primera instancia, y al aplicar el art. 266 sin el debido fundamento impide el derecho a la jurisdicción y constituye lisa y llanamente una denegación de justicia y el cercenamiento de las garantías constitucionales.
Reiteró, en síntesis, los agravios expresados al respecto en segunda instancia, luego de lo cual insistió sobre la inaplicabilidad del art. 266 del CPCC en materia laboral, sobre lo cual citó doctrina y jurisprudencia.
Concluyó afirmando que: “El criterio sustentado por el tribunal de Alzada de declarar “DESIERTO” el recurso, es materia de agravio por gravedad institucional, en mérito a que según como lo enseña la doctrina V.E. no puede cercenar el derecho de defensa y como consecuencia prohibir el acceso a la jurisdicción de los Tribunales Superiores para que analicen la cuestión de fondo por entender que el recurso ha quedado desierto por haber sido a su criterio mal argumentado”.
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la contraria no compareció a contestar por lo que se le dio por perdido el derecho de hacerlo, conforme decreto de fecha 12/07/2019 (actuación N° 12039367).
3) Que en fecha 01/11/2019 (actuación N° 12871159) se pronunció el Procurador General, quien en lo sustancial expresó: “Atento a la forma como ha sido deducida la pretensión y pese a lo sostenido por el recurrente, se advierte que la controversia que constituye la materia del recurso es de índole procesal y al respecto es claro y preciso el art. 288 de nuestro Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia cuando con relación al recurso de casación dice que: “No podrá fundarse en violaciones a normas procesales”.
4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto de impugnación, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C.

Asimismo, se observa que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que reúne la condición de empleado o trabajador en proceso laboral.
Sin embargo, la materia propuesta a casación versa en lo inmediato y directo acerca de la inteligencia y aplicación de los artículos 266 y 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia; y allende de ello sobre la procedencia o improcedencia de la perención de instancia y sobre la legitimidad del art. 50 del Código Procesal Laboral provincial.

En consecuencia, siendo la cuestión de naturaleza exclusivamente procesal, se encuentra con un obstáculo insalvable que sella la suerte del recurso: el artículo 288 de la Ley N° VI-0150-2013, que expresamente dispone que el recurso de casación “No podrá fundarse en violaciones a normas procesales”.

De modo que no pudiendo constituir materia del recurso de casación la interpretación o mala aplicación o falta de ella de normas adjetivas, se impone el rechazo del intento recursivo.

Así se ha dicho en innumerables ocasiones: “ETCHEPARE, SERVANDO HERNAN y PARIS, VIRGINIA XIMENA c/ VIDELA ROMERO, MARIA NAZARENA s/ REGIMEN DE VISITAS - RECURSO DE CASACIÓN – IURIX 274643/14, 23/04/2018 (STJSL-SJ-S.D. N° 73/18); “DON VALENTÍN S.A. c/ ITALIAN STYLE CERAMIC S.A. s/ COBRO DE PESOS - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX 253441/13 (STJSL-SJ-S.D. N° 146/16 del 18/08/2016); “QUIÑONES, FRANCISCO HUMBERTO y OTROS c/ KROHN, CARLOS GUILLERMO y OTROS s/ DAÑOS y PERJUICIOS – CIVIL” – IURIX 230261/12, (STJSL-SJ- N° 032/17 del 21/02/2017), entre muchas otras.
En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente, debiendo destacarse, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica, en atención principalmente a consideraciones de interés público vinculados con la seguridad jurídica por sobre los intereses de las partes en un litigio singular.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Que, en consecuencia, corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Costas a la recurrente vencida, arts. 68 y 69 del CPC y C. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.
San Luis, veinte de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.

II) Costas a la recurrente vencida.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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